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La Defensoría del Pueblo de Ecuador (en adelante DPE) agradece al Comité de Derechos Humanos la apertura de este proceso de contribución de comentarios para la elaboración de la Observación General n.º 38 sobre el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. La participación de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (en adelante INDH) constituye una expresión del diálogo constructivo que caracteriza al sistema universal de protección de los derechos humanos y representa una oportunidad para enriquecer la interpretación de uno de los derechos que sustentan la vida democrática: la libertad de asociación. 
Como INDH acreditada con categoría A conforme a los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales para la promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París), la DPE ejerce un mandato constitucional orientado a la promoción, protección y tutela de los derechos humanos y de la naturaleza, así como al seguimiento del cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado ecuatoriano. 
En el desarrollo de este mandato, la DPE mantiene un diálogo permanente con organizaciones sociales, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, colectivos ciudadanos, organizaciones comunitarias, personas en situación de movilidad humana, organizaciones de mujeres, organizaciones de personas con discapacidad, organizaciones de personas adultas mayores, colectivos LGBTIQ, organizaciones juveniles, sindicatos, organizaciones campesinas y personas defensoras de derechos humanos, entre otros actores de la sociedad civil.
Las presentes observaciones se formulan en ejercicio del mandato constitucional y legal de la Defensoría del Pueblo de Ecuador, con un enfoque estrictamente técnico de derechos humanos y con el propósito de contribuir al desarrollo interpretativo del artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En consecuencia, no constituyen una valoración sobre situaciones nacionales específicas, sino comentarios dirigidos al fortalecimiento de estándares generales aplicables a los Estados Parte.
Esta experiencia institucional ha permitido constatar que la libertad de asociación constituye mucho más que la facultad jurídica de constituir organizaciones o incorporarse a ellas. En la práctica, representa la posibilidad real de que las personas unan esfuerzos para proteger su dignidad, defender intereses comunes, preservar sus identidades culturales, exigir el cumplimiento de sus derechos, participar en las decisiones públicas y contribuir a la construcción de sociedades más justas, inclusivas y democráticas.
Por ello, toda restricción indebida a este derecho trasciende el ámbito de una organización determinada. Cuando una asociación es objeto de estigmatización, enfrenta obstáculos injustificados para su funcionamiento o ve limitada su capacidad para desarrollar sus actividades legítimas, las consecuencias alcanzan a las personas y comunidades a las que representa. Se reduce el espacio para el diálogo democrático, se debilitan los mecanismos de participación ciudadana y se limita la capacidad de la sociedad para contribuir a la protección de los derechos humanos y al fortalecimiento del Estado de derecho.

Derecho a la libertad de asociación y obligaciones positivas de los Estados
La DPE valora que el Proyecto de Observación General adopte una interpretación amplia del artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y reconozca que la libertad de asociación constituye uno de los pilares indispensables para el funcionamiento de las sociedades democráticas. Este enfoque resulta consistente con la evolución del derecho internacional de los derechos humanos, que concibe la libertad de asociación no únicamente como un derecho individual, sino también como un presupuesto para el ejercicio colectivo de otros derechos fundamentales y para la consolidación de instituciones democráticas abiertas, inclusivas y participativas.
Desde la experiencia institucional, el alcance del derecho protegido por el artículo 22 debe comprender no solo la posibilidad de crear asociaciones o incorporarse a ellas, sino también el derecho de las personas y de los colectivos a organizarse libremente para promover intereses legítimos, participar en la vida pública, defender derechos, preservar identidades culturales, proteger bienes comunes y contribuir al debate democrático sin temor a represalias, estigmatización o interferencias arbitrarias.
En este sentido, la DPE considera particularmente valioso que el Proyecto podría reforzar la protección de asociaciones formalmente constituidas y de aquellas que desarrollan actividades legítimas sin personalidad jurídica. Esta aproximación responde a la realidad de numerosos países en los que amplios sectores de la población ejercen la libertad de asociación mediante formas organizativas comunitarias, territoriales, ancestrales o informales que cumplen una función esencial para la cohesión social y la defensa de derechos, aun cuando no se encuentren registradas conforme a la legislación interna.
No obstante, la DPE estima que la futura Observación General podría fortalecer este desarrollo incorporando una referencia más explícita a las formas propias de organización de los pueblos indígenas, afrodescendientes, comunidades campesinas, comunas y demás sujetos colectivos cuya estructura organizativa responde a sus propias tradiciones, formas de gobierno y sistemas de representación. Para estos pueblos y comunidades, la libertad de asociación no puede analizarse de manera aislada, sino en estrecha relación con el derecho a la libre determinación, la autonomía organizativa, la identidad cultural, la participación efectiva y la protección de los territorios que tradicionalmente ocupan.
Esta precisión reviste especial importancia porque, en numerosos contextos, las organizaciones comunitarias constituyen el principal mecanismo mediante el cual las personas ejercen otros derechos reconocidos por el derecho internacional, entre ellos el derecho a la consulta previa, libre e informada, la participación en asuntos públicos, la defensa del ambiente y la protección de los derechos de la naturaleza. Su debilitamiento afecta, por tanto, un conjunto mucho más amplio de garantías reconocidas por el sistema internacional de derechos humanos.
Esta INDH considera igualmente acertado que el Proyecto destaque que los Estados tienen obligaciones positivas para garantizar el ejercicio efectivo de la libertad de asociación. Desde el seguimiento institucional se demuestra que la protección de este derecho no puede limitarse a la abstención de interferencias arbitrarias. En numerosas ocasiones, las principales amenazas para las organizaciones de la sociedad civil provienen precisamente de la ausencia de medidas estatales destinadas a crear un entorno seguro y propicio para su funcionamiento.
Por ello, la DPE observa que la observación general podría desarrollar con mayor amplitud el contenido de estas obligaciones positivas, precisando que los Estados deben adoptar políticas públicas orientadas a eliminar barreras normativas, administrativas, económicas, tecnológicas y sociales que dificultan el ejercicio del derecho de asociación.
Estas obligaciones comprenden, entre otras, la adopción de procedimientos de registro sencillos y accesibles; la garantía de que la obtención de personalidad jurídica no constituya un requisito indispensable para el ejercicio del derecho; la eliminación de cargas administrativas desproporcionadas; la eliminación de las dificultades o barreras para la inscripción de sus directivas; la protección frente a actos de violencia, intimidación, o estigmatización dirigidos contra organizaciones sociales, sus dirigentes y personas defensoras de derechos humanos; la creación de mecanismos efectivos de acceso a la justicia; y la promoción de espacios permanentes de diálogo entre las autoridades públicas y la sociedad civil.
Desde la práctica institucional de la DPE resulta igualmente evidente que las restricciones a la libertad de asociación no afectan de la misma manera a todas las personas y organizaciones. Los impactos suelen ser significativamente mayores respecto de quienes enfrentan condiciones estructurales de discriminación o exclusión.
Las personas en situación de movilidad humana, por ejemplo, encuentran en las organizaciones comunitarias espacios esenciales para acceder a información, orientación jurídica, redes de apoyo y mecanismos de integración social. Las organizaciones representativas de personas con discapacidad desempeñan un papel indispensable para promover ajustes razonables, accesibilidad y participación efectiva en los asuntos públicos. Las organizaciones de personas adultas mayores contribuyen al ejercicio del derecho a la participación, a la protección frente a situaciones de abandono y al fortalecimiento de redes comunitarias de cuidado. Del mismo modo, las organizaciones de mujeres, de personas LGBTIQ, de pueblos indígenas, de comunidades afrodescendientes y de organizaciones juveniles constituyen espacios fundamentales para visibilizar situaciones de discriminación histórica y promover políticas públicas más inclusivas.
Razón por la cual, la DPE estima que el Proyecto podría reforzar el principio de igualdad y no discriminación mediante una referencia expresa al deber estatal de adoptar medidas específicas que garanticen el ejercicio efectivo de la libertad de asociación por parte de personas y colectivos que enfrentan barreras estructurales. Este enfoque no supone reconocer privilegios diferenciados, sino asegurar que todas las personas puedan ejercer un mismo derecho en condiciones reales de igualdad.
La experiencia institucional demuestra asimismo que uno de los principales indicadores del estado de la democracia es la existencia de un espacio cívico abierto, plural y seguro. Cuando las organizaciones pueden actuar libremente, las instituciones públicas cuentan con interlocutores legítimos para el diseño, implementación y evaluación de políticas públicas. En cambio, cuando el espacio cívico se reduce mediante prácticas de intimidación, restricciones injustificadas o deslegitimación del trabajo de las organizaciones sociales, disminuyen las posibilidades de participación democrática y se debilitan los mecanismos de rendición de cuentas.
En este contexto, la DPE considera que la Observación General podría reconocer de manera más explícita el papel que desempeñan las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos en la promoción de un entorno favorable para el ejercicio de la libertad de asociación. De conformidad con los Principios de París, las INDH actúan como puentes entre el Estado y la sociedad civil, monitorean el cumplimiento de las obligaciones internacionales, acompañan a personas y organizaciones cuyos derechos han sido vulnerados y formulan recomendaciones orientadas a fortalecer las garantías democráticas. Su labor resulta especialmente relevante en contextos de conflictividad social, estados de excepción o reducción del espacio cívico.
Finalmente, la DPE sugiere que las obligaciones positivas de los Estados deben comprender también la promoción de una cultura de respeto hacia la labor que desempeñan las organizaciones de la sociedad civil. La libertad de asociación no se protege únicamente mediante normas jurídicas; requiere también de un entorno institucional en el que las organizaciones sean reconocidas como actores legítimos de la democracia, capaces de contribuir al debate público, al control social y a la protección de los derechos humanos sin ser objeto de descalificaciones, represalias o campañas de estigmatización.
A la luz de estas consideraciones, la DPE cree que el Proyecto de Observación General podría fortalecerse incorporando una interpretación más amplia del contenido de las obligaciones positivas derivadas del artículo 22 del Pacto. Una comprensión de esta naturaleza contribuirá a que los Estados Partes no limiten su actuación a evitar restricciones que no satisfagan los principios de legalidad, finalidad legítima, necesidad y proporcionalidad en una sociedad democrática.

Libertad de asociación en el entorno digital, vigilancia tecnológica, inteligencia artificial y estados de excepción
La DPE identifica que el proyecto constituye un avance significativo al incorporar una reflexión sobre los desafíos que plantean las tecnologías digitales para el ejercicio de la libertad de asociación. Esta incorporación responde a una realidad ineludible: el espacio cívico contemporáneo se desarrolla tanto en entornos físicos como digitales, y la posibilidad de organizarse, deliberar, movilizar recursos y participar en los asuntos públicos depende cada vez más del acceso seguro y libre a las tecnologías de la información y la comunicación.
El monitoreo desarrollado por la institución demuestra que las organizaciones sociales utilizan plataformas digitales para coordinar acciones, difundir información, organizar procesos de participación, brindar asistencia a personas en situación de vulnerabilidad y mantener vínculos con comunidades que, por razones geográficas, económicas o sociales, no siempre pueden participar presencialmente. En consecuencia, cualquier interferencia arbitraria sobre estos espacios tiene el potencial de afectar directamente el contenido protegido por el artículo 22 del Pacto.
Desde este aspecto, la DPE opina que es acertado que el proyecto reconozca que la libertad de asociación comprende también las actividades desarrolladas mediante entornos digitales. Sin embargo, estima que la futura Observación General podría fortalecer esta interpretación precisando que las obligaciones estatales derivadas del artículo 22 son plenamente aplicables al entorno digital y que las nuevas tecnologías no pueden convertirse en mecanismos para restringir indirectamente el ejercicio de este derecho.

Vigilancia digital y protección del espacio cívico
La DPE advierte que el acelerado desarrollo de tecnologías de vigilancia plantea desafíos relevantes para la protección del espacio cívico y para el ejercicio efectivo de la libertad de asociación. La recopilación masiva de datos personales, la interceptación de comunicaciones, la utilización de tecnologías de reconocimiento facial, los sistemas de geolocalización, el monitoreo de redes sociales y otras herramientas de vigilancia pueden producir un efecto inhibidor incompatible con el libre ejercicio de la libertad de asociación, incluso cuando dichas tecnologías no sean utilizadas para imponer sanciones directas.
La experiencia demuestra que la sola percepción de estar siendo objeto de vigilancia puede desalentar la participación en organizaciones sociales, limitar el intercambio de información y reducir la capacidad de las asociaciones para desarrollar actividades legítimas. Este efecto resulta especialmente grave respecto de personas defensoras de derechos humanos, periodistas, organizaciones comunitarias y colectivos que representan intereses históricamente marginados.
Es así que la DPE considera pertinente que la Observación General reafirme que toda actividad de vigilancia susceptible de afectar el ejercicio de la libertad de asociación debe estar prevista en la ley, perseguir una finalidad legítima conforme al artículo 22 del Pacto, responder estrictamente a criterios de necesidad y proporcionalidad en una sociedad democrática, aplicarse sin discriminación y encontrarse sometida a mecanismos independientes de autorización, supervisión y control judicial.
Asimismo, el Comité podría precisar que la utilización indiscriminada de tecnologías de vigilancia masiva resulta incompatible con las obligaciones positivas derivadas del artículo 22 cuando produce un efecto inhibidor sobre el funcionamiento de las asociaciones o limita la participación ciudadana en asuntos de interés público.

Inteligencia artificial y toma automatizada de decisiones
Es oportuno que la futura observación incorpore referencias más explícitas a los riesgos asociados al uso de sistemas de inteligencia artificial en ámbitos vinculados al ejercicio de la libertad de asociación. El desarrollo de algoritmos capaces de clasificar personas, perfilar organizaciones, identificar patrones de comportamiento o asignar niveles de riesgo plantea desafíos inéditos para la protección de los derechos humanos. Cuando estas herramientas son utilizadas para adoptar decisiones relacionadas con el registro, supervisión, financiamiento o monitoreo de organizaciones sociales, pueden reproducir sesgos discriminatorios, generar decisiones opacas y restringir el ejercicio de derechos fundamentales sin las garantías propias del debido proceso.
El Comité podría incorporar una referencia expresa al deber de los Estados de garantizar que toda utilización de sistemas automatizados susceptible de afectar la libertad de asociación respete los principios de transparencia, explicabilidad, supervisión humana, rendición de cuentas y no discriminación. La protección del artículo 22 exige que ninguna organización sea objeto de restricciones fundadas exclusivamente en decisiones automatizadas o perfiles algorítmicos cuya lógica no pueda ser conocida ni cuestionada por las personas afectadas.

Protección de datos personales y libertad de asociación
La libertad de asociación presupone la posibilidad de que las personas se organicen sin temor a que la información relativa a su pertenencia a una organización, sus actividades o sus convicciones sea utilizada de manera arbitraria o con fines de intimidación. En este sentido, la Observación General podría destacar la estrecha relación existente entre el derecho a la protección de datos personales, el derecho a la privacidad reconocido en el artículo 17 del Pacto y el ejercicio efectivo de la libertad de asociación.
La recopilación, almacenamiento, intercambio o difusión de información sobre miembros de asociaciones únicamente resulta compatible con el Pacto cuando responde a finalidades legítimas claramente definidas, se encuentra prevista en la ley y respeta los principios de necesidad, proporcionalidad, minimización de datos y seguridad de la información. Estas garantías adquieren especial importancia respecto de organizaciones que representan a personas en situación de vulnerabilidad o desarrollan actividades relacionadas con la defensa de derechos humanos.

Libertad de asociación durante los estados de excepción
Se valora que el proyecto recuerde que la declaración de estados de excepción no suspende las obligaciones internacionales asumidas por los Estados en materia de derechos humanos. La experiencia comparada demuestra que los períodos de emergencia suelen generar un incremento de restricciones al espacio cívico y una mayor exposición de organizaciones sociales y personas defensoras a medidas que limitan el ejercicio de sus derechos. Desde la práctica institucional, resulta evidente que las situaciones de crisis ya sean originadas por conflictos internos, amenazas a la seguridad, desastres naturales o emergencias sanitarias, no eliminan la necesidad de preservar mecanismos independientes de participación ciudadana, monitoreo y control democrático. Por el contrario, es precisamente en estos contextos cuando las organizaciones de la sociedad civil desempeñan un papel especialmente relevante en la protección de personas en situación de vulnerabilidad, la asistencia humanitaria, el seguimiento de posibles abusos y la construcción de respuestas públicas respetuosas de los derechos humanos.
En consecuencia, se debería reforzar el mensaje de que toda medida adoptada durante un estado de excepción que afecte la libertad de asociación continúa sometida a los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, temporalidad y no discriminación. La mera existencia de una situación excepcional no constituye, por sí sola, justificación suficiente para limitar el funcionamiento de organizaciones sociales ni para restringir el trabajo de personas defensoras de derechos humanos.
Asimismo, la Observación General podría destacar que, conforme a los marcos constitucionales y legales aplicables en cada Estado, deben facilitarse mecanismos de monitoreo independiente por parte de las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos durante la implementación de medidas excepcionales, sin afectar la conducción legítima de las acciones estatales de seguridad y garantizando en todo momento el respeto de los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, temporalidad, no discriminación y rendición de cuentas.
La Defensoría del Pueblo de Ecuador considera que el Proyecto de Observación General n. º 38 representa una oportunidad para consolidar una interpretación del artículo 22 acorde con los desafíos contemporáneos que enfrenta el espacio cívico en todas las regiones del mundo. La experiencia acumulada por esta Institución Nacional de Derechos Humanos confirma que la protección de la libertad de asociación constituye un presupuesto indispensable para el ejercicio de otros derechos humanos, la participación democrática y la consolidación del Estado de derecho.
En este contexto, la DPE confía en que las observaciones formuladas en esta contribución ato del texto definitivo de la Observación General y reitera su disposición para continuar colaborando con el Comité de Derechos Humanos, en el marco del mandato que le confieren la Constitución de la República del Ecuador y los Principios de París, en la promoción y protección del derecho a la libertad de asociación. 
En este contexto, la DPE confía en que las observaciones formuladas en esta contribución apoyen al fortalecimiento del texto definitivo de la Observación General y reitera su disposición para continuar colaborando con el Comité de Derechos Humanos, en el marco del mandato que le confieren la Constitución de la República del Ecuador y los Principios de París, en la promoción y protección del derecho a la libertad de asociación.
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